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RESOLUCIÓN  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016.  

Comparece Raymond Rivera Ríos, solicitando la revisión de la 

resolución notificada el 14 de junio de 2016, mediante la cual el 

Tribunal de Primera Instancia declaró no ha lugar su Moción al 

amparo de la Regla 185 y 192.1 de Procedimiento Criminal. Ante 

esta determinación, el peticionario presentó una Moción urgente en 

solicitud de resolución fundamentada, en la que se limitó a solicitar la 

emisión de una resolución fundamentada. Mediante resolución 

notificada el 11 de julio de 2016, el foro recurrido expresó que, por 

carecer de mérito, denegaba la petición del peticionario a un nuevo 

juicio. Por los fundamentos expuestos a continuación, desestimamos 

el recurso de epígrafe.  

 Los tribunales tenemos el deber de examinar prioritariamente 

si existe jurisdicción para adjudicar un caso, al margen de que se haya 
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levantado antes tal cuestión. Pueblo en interés del menor EALN, 187 

DPR 352 (2012); Ponce Fed. Bank v. Chubb Life Ins. Co., 155 DPR 

309 (2001). Visto que “[l]a jurisdicción no se presume”, el tribunal 

tiene que determinar si tiene facultad para entender en el recurso que 

se le presente. Maldonado v. Junta de Planificación, 171 DPR 46, 55 

(2007). Ello porque “los tribunales no tienen discreción para asumir 

jurisdicción donde no la hay”. Yumac Home Furniture v. Caguas 

Lumber Yard, 2015 TSPR 148, 8. La ausencia de jurisdicción “no es 

susceptible de ser subsanada”, por lo que al determinar que no hay 

jurisdicción, “procede la inmediata desestimación del recurso”. SLG 

Szendrey–Ramos v. F. Castillo Family Properties, Inc., 169 DPR 873, 

883 (2007). 

En cuanto a los términos de cumplimiento estricto, nuestro 

Tribunal Supremo ha dispuesto que estos términos no se pueden 

prorrogar automáticamente. García Ramis v. Serrallés Ramis, 171 

DPR 250 (2007); Lugo Rodríguez v. Suárez Camejo, 165 DPR 729 

(2005). La discreción de un tribunal para prorrogar un término de 

cumplimiento estricto “está limitada a supuestos en los que existe 

efectivamente una justa causa para la presentación tardía del recurso, 

y la parte que lo presenta expone detalladamente las razones para la 

dilación”. García Ramis v. Serrallés Ramis, supra, en la pág. 253. 

En nuestro Reglamento se dispone que el recurso de certiorari 

se puede utilizar para revisar resoluciones y órdenes que son emitidas 

por el Tribunal de Primera Instancia. Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones (2004), 4 LPRA Ap. XXII–B, R. 32. Véase Ley de la 

judicatura, Ley Núm. 201–2003, 4 LPRA sec. 24y. Este recurso “se 

formaliza[] mediante la presentación de una solicitud dentro de los 
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treinta (30) días siguientes a la fecha del archivo en autos de copia de 

la notificación de la resolución u orden recurrida. Este término es de 

cumplimiento estricto”. Reglamento del Tribunal de Apelaciones 

(2004), supra, R. 32. Ahora, este término queda interrumpido si se 

solicita reconsideración de la resolución u orden interlocutoria emitida 

por el Tribunal de Primera Instancia. Pueblo v. Román Feliciano, 181 

DPR 679 (2011). Dicha reconsideración deberá presentarse dentro del 

“término improrrogable de quince días a partir de notificada la orden 

o resolución interlocutoria que se pretende reconsiderar”. Id. en la 

pág. 693.  

La Regla 192.1 de Procedimiento Criminal puede ser utilizada 

para solicitar la revisión de una sentencia criminal que ha advenido 

final y firme. Reglas de procedimiento criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 

192.1; Pueblo v. Román Mártir, 169 DPR 809 (2007). “Los 

fundamentos para solicitar la revisión de una sentencia bajo est[a 

regla] . . . se limitan a planteamientos de derecho . . .”. Pueblo v. 

Román Mártir, supra, en la pág. 824. A su amparo, “es el peticionario 

quien tiene el peso de la prueba para demostrar que tiene derecho al 

remedio solicitado”. Id. en la pág. 826. De suceder que la moción 

presentada conforme a la Regla 192.1 “es inmeritoria de su faz, lo 

procedente es su declaración „Sin Lugar‟, sin ulterior trámite”. Id. Por 

otro lado, la Regla 185 de Procedimiento Criminal es “el mecanismo 

adecuado para corregir o modificar la pena impuesta cuando la 

sentencia es ilegal, tiene errores de forma, se ha impuesto un castigo 

distinto al que había sido establecido o cuando por razones justicieras 

se amerita que se reduzca la pena impuesta”. Pueblo v. Silva Colón, 
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184 DPR 759, 774 (2012); Pueblo v. Martínez Lugo, 150 DPR 238 

(2000). 

Luego de que la moción del peticionariofuese declarada no ha 

lugar por el foro recurrido, este presentó una moción solicitando la 

emisión de una resolución fundamentada. Al notificarse la resolución 

que se emitió en respuesta de esta última moción, el peticionario 

recurrió ante este foro mediante el recurso de epígrafe. Sin embargo, 

estamos impedidos de acoger su recurso debido a que este no se 

presentó de manera oportuna. La segunda moción presentada por el 

peticionario no tuvo el efecto de interrumpir el término con que 

contaba para presentar un auto de certiorari ante este foro, pues no 

tuvo el propósito de solicitar la reconsideración de la determinación 

del Tribunal de Primera Instancia. De esta forma, el término para 

recurrir ante nosotros comenzó a discurrir a partir de la notificación de 

la primera resolución, notificada el 14 de junio de 2016, y concluyó 

treinta (30) días después, para el 14 de julio de 2016. No obstante, el 

recurso de epígrafe se presentó posterior a esta fecha. Si bien el 

término para presentar un certiorari ante este foro es uno de 

cumplimiento estricto, el peticionario no ha dado justificación para su 

tardanza, por lo que estamos impedidos de acoger su recurso fuera del 

término concedido.  

Por los fundamentos expuestos y al amparo de la regla 83 de 

nuestro reglamento, se desestima el recurso de epígrafe. Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones (2004), supra, R. 83. 

El Secretario del Departamento de Corrección y Rehabilitación 

deberá entregar copia de esta Resolución al peticionario, en cualquier 

institución correccional donde este se encuentre. 
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Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


